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b)   Certiicación apostillada o legalizada con traducción oicial a idioma castellano, 
en la que se señale la existencia del proveedor en el exterior, la cual deberá ser 
expedida por la Entidad que en el país de exportación lleve el registro oicial de 
productores o comerciantes. En caso de inexistencia de esta entidad, el impor-
tador deberá manifestar tal hecho bajo la gravedad de juramento, que se atiende 
prestado con la irma del documento, sin perjuicio de las facultades de control y 
iscalización de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales;

c)   Si el que importa la mercancía la venderá en el mismo estado, deberá presentar 
relación de los distribuidores de las mercancías en Colombia indicando su NIT, 
Razón Social, dirección, teléfono y correo electrónico;

d)  Manifestación suscrita por el representante legal de la Agencia de Aduanas Co-
lombia de las mercancías, indicando su NIT, razón social, dirección, teléfono y 
correo electrónico, cuando sea del caso, en la que certiique que efectuó estudio 
de conocimiento del cliente al importador para el cual adelantará las labores de 
agenciamiento aduanero y tiempo de relación entre las partes;

e)  Manifestación suscrita por el importador o representante legal del importador, en 
la que certiique:

(i)  Que el valor a declarar por las mercancías objeto de importación corresponde al 
precio realmente pagado o por pagar.

(ii)  La dirección de las bodegas de almacenamiento de las mercancías objeto de im-
portación.

(iii)  Información detallada de la cadena de distribución y comercialización en Colom-
bia de las mercancías objeto de importación;

(iv)  Que tiene conocimiento de la facultad de la autoridad aduanera para remitir a la 
Fiscalía General de la Nación y a la Unidad de Información y Análisis Financiero 
(UIAF) los documentos relacionados con la operación de importación.

2.  Sin perjuicio de la presencia del representante aduanero de la Agencia de Adua-
nas, cuando se actúe a través de ésta, el importador, el representante legal o el 
apoderado de la sociedad Importadora deberá estar presente en la diligencia de 
inspección aduanera o aforo de las mercancías.

Para estos efectos, el apoderado del importador debe ser diferente a la Agencia de 
Aduanas.

La ausencia del importador, el representante legal o el apoderado de la sociedad 
importadora, dará lugar a la no procedencia o no autorización del levante.

Parágrafo 1°. El formato de identiicación y responsabilidad y los documentos 
señalados en el presente artículo constituirán documentos soporte de la declaración de 
importación.

La no presentación o la presentación extemporánea de estos de documentos dará lugar 
a la no procedencia o no autorización del levante.

Parágrafo 2°. En el caso de las mercancías que se pretendan importar desde una 
zona franca al resto del territorio aduanero nacional, el importador debe corresponder al 
consignatario que aparece en el documento de transporte con el que ingresó la mercancía a 
la zona franca, salvo que se trate de productos clasiicados por la subpartida 6406100000, 
consignados a un usuario industrial de bienes o de bienes y servicios.

En el evento de no coincidir el consignatario con el importador dará lugar a la no 
procedencia o no autorización del levante.

Parágrafo 3°. Se exceptúan de las medidas especiales previstas en este decreto, las 
mercancías señaladas en el artículo 3° del mismo, de propiedad de sociedades extranjeras 
o personas sin residencia en el país, que hayan sido introducidas desde el exterior a Centros 
de Distribución Logística Internacional, para ser distribuidas en su totalidad al resto del 
mundo.

Artículo 5°. Controles para el ingreso. Conforme a los criterios del sistema de 
gestión del riesgo, la Unidad Administrativa Especial Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales (DIAN) podrá establecer controles aduaneros al ingreso de las mercancías, 
a que hace referencia este decreto. Si se llegaren a establecer medidas de limitación de 
ingreso, estas deberán estar debidamente soportadas y justiicadas de acuerdo con el 
análisis y concepto técnico derivado del mismo sistema de gestión del riesgo.

Artículo 6°. Observadores en la importación. La Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales suministrará a los Observadores en la importación la información que será 
establecida por dicha Entidad mediante resolución, la cual deberá ser expedida dentro de 
los sesenta (60) días calendario siguientes a la entrada en vigencia de presente decreto; 
dicha resolución establecerá también el procedimiento para la entrega de la información 
a los observadores.

El observador deberá prestar la cooperación y colaboración requerida por la autoridad 
aduanera incluido el informe técnico cuando proceda sobre clasiicación arancelaria, 
identiicación, cantidad, descripción, peso y precio de la mercancía entre otros aspectos.

Para efectos de este decreto, la función del observador se limitará a analizar la 
información y generar alertas a la autoridad aduanera, así como observar de cerca el 
desarrollo de la diligencia de inspección o de aforo de las mercancías correspondientes a 
las partidas señaladas en el artículo 3° del presente decreto.

La autoridad aduanera deberá salvaguardar la reserva de la información conidencial 
teniendo en cuenta lo señalado en la Constitución Política y las Leyes 863 de 2003 y 1712 
de 2014 y demás normas que lo modiiquen o complementen.

Artículo 7°. Garantía. Tratándose de las mercancías cubiertas por el ámbito de 
aplicación de este decreto, si se genera la controversia de valor con ocasión de la diligencia 
de inspección o aforo y por ese motivo resulta necesario demorar la determinación deinitiva 
del valor en aduana de las mismas, de conformidad con el artículo 13 del Acuerdo sobre 
Valoración en Aduana de la Organización Mundial del Comercio, el importador podrá 
obtener el levante constituyendo una garantía suiciente para asegurar el pago de los 
tributos aduaneros, sanciones e intereses a que haya lugar.

La garantía se otorgará sobre un valor equivalente al doscientos por ciento (200%) de 
la diferencia entre el precio FOB declarado por el importador y el resultado de multiplicar 
el precio unitario del umbral establecido en el artículo 3° del presente decreto por la 
cantidad importada.

La garantía deberá ser bancaria o de compañía de seguros. No habrá lugar a la 
constitución de garantía en forma de depósito monetario.

El término de vigencia de la garantía será de tres (3) años.

El hecho de tener constituida una garantía global o de no estar obligado a constituir 
una, no eximirá al importador de la obligación aquí señalada.

Una vez otorgado el levante, la División de Gestión de la Operación Aduanera o quien 
haga sus veces, remitirá a la División de Gestión de Fiscalización copias de la declaración 
de importación, de sus documentos soporte, de la garantía y del acta de inspección, para 
lo de su competencia.

Artículo 8°. Gestión del Riesgo. Los importadores que declaren mercancías 
consistentes en ibras, hilados, tejidos, confecciones y calzado clasiicados en las partidas 
y subpartidas del Arancel de Aduanas señaladas en el artículo 3° del presente decreto, a un 
precio inferior o igual al umbral determinado en dicho artículo, deberán ser reportados a la 
Subdirección de Gestión de Análisis Operacional de la Dirección de Impuestos y Aduanas 
Nacionales para efectos de incorporar la información de estas operaciones al sistema de 
gestión del riesgo.

Artículo 9°. Reembarque. No procede el reembarque contemplado en el artículo 140 
del Decreto 390 de 2016, de las mercancías a las que hace referencia el artículo 3° y que 
no cumplan con los requisitos establecidos en el artículo 4° del presente decreto.

Artículo 10. Aprehensión y Decomiso. Si en el desarrollo de actuaciones de control 
aduanero se encuentran mercancías de que trata el artículo 3° de este decreto, embarcadas 
con posterioridad a la vigencia del mismo sin el cumplimiento de los requisitos aquí 
previstos, serán objeto de aprehensión.

Parágrafo. La mercancía aprehendida de que trata este decreto, por ninguna 
circunstancia podrá ser objeto de legalización o rescate.

Artículo 11. Aspectos no regulados. Lo no contemplado en este decreto se regirá por lo 
establecido en los Decretos 2685 de 1999 y 390 de 2016 en lo que corresponda.

Artículo 12. Vigencia y derogatoria. El presente decreto entra en vigencia a partir de 
su publicación en el Diario Oicial y deroga el Decreto 1745 de 2016.

Las disposiciones aquí adoptadas, no aplicarán a las importaciones de mercancías que, 
a la fecha de entrada en vigencia de este decreto, se encuentren efectivamente embarcadas 
hacia Colombia con base en la fecha del documento de transporte o que se encuentren en 
zona primaria aduanera o en zona franca, siempre que sean sometidas a la modalidad de 
importación ordinaria en un plazo no mayor a veinte (20) días contados a partir de la fecha 
de entrada en vigencia del presente decreto.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.
La Ministra de Comercio, Industria y Turismo,

María Lorena Gutiérrez Botero.

DECRETO NÚMERO 2219 DE 2017

(diciembre 27)

por el cual se modiica el Decreto 2555 de 2010, en lo relacionado con algunas disposiciones 
aplicables a las operaciones que se compensan y liquidan a través de una cámara de 
riesgo central de contraparte y con la creación de un protocolo para situaciones de crisis 

o contingencia en el mercado de valores.
El Presidente de la República de Colombia, en uso de sus facultades constitucionales 

y legales, en especial las conferidas por los numerales 11 y 25 del artículo 189 de la 
Constitución Política, los literales a), b) y c) del artículo 4° de la Ley 964 de 2005

CONSIDERANDO:

Que a partir de las crisis inancieras más recientes, se ha encontrado de gran relevancia 
auspiciar mecanismos que aseguren el cumplimiento de las operaciones que se celebran por 
los intermediarios de valores en los sistemas de negociación y en el mercado mostrador;
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Que uno de los mecanismos más importantes para garantizar el manejo adecuado de 
los riesgos de contraparte en este tipo de operaciones, es la interposición de las cámaras de 
riesgo central en la compensación y liquidación de tales transacciones;

Que dentro de las operaciones cuya compensación y liquidación se prevé realizar en la 
cámara de riesgo central de contraparte, se encuentran las operaciones repo, simultáneas y 
de transferencia temporal de valores que se negocien o registren en las bolsas de valores y 
sistemas de negociación y registro autorizados;

Que resulta conveniente complementar algunas disposiciones referidas a la 
compensación y liquidación de operaciones en las cámaras de riesgos central de 
contraparte y especíicamente, algunas normas del Decreto 2555 de 2010, relacionadas 
con el cumplimiento de operaciones repo, simultáneas y TTV;

Que las crisis internacionales y las situaciones particulares presentadas en el mercado 
local, han mostrado la necesidad de contar con un mecanismo para gestionar situaciones 
extraordinarias que tengan la potencialidad de impedir el funcionamiento adecuado del 
mercado de valores, afectando los procesos de negociación, registro, compensación y 
liquidación de valores, razón por la cual se hace necesaria la creación de un protocolo de 
crisis o contingencia que permita enfrentar este tipo de circunstancias;

Que el Consejo Directivo de la Unidad Administrativa Especial de Proyección 
Normativa y Estudios de Regulación Financiera (URF), aprobó por unanimidad el 
contenido del presente decreto, mediante Acta número 12 del 28 de septiembre de 2017,

DECRETA:

Artículo 1°. Modifíquese el inciso tercero del artículo 2.1.2.1.6 del Decreto 2555 de 
2010, el cual quedará así:

“También computarán dentro del cupo individual de crédito las exposiciones netas en 
operaciones de reporto o repo, simultáneas y de transferencia temporal de valores y las 
exposiciones crediticias en operaciones con instrumentos inancieros derivados, salvo para 
aquellas operaciones aceptadas por una cámara de riesgo central de contraparte, en cuyo 
caso tales exposiciones no computarán”.

Artículo 2°. Modifíquese el parágrafo segundo del artículo 2.1.3.1.1 del Decreto 2555 
de 2010, el cual quedará así:

“Parágrafo 2°. Con respecto a los valores recibidos en desarrollo de las operaciones 
de reporto o repo, operaciones simultáneas y operaciones de transferencia temporal de 
valores, estos computarán por un monto equivalente al cincuenta por ciento (50%) de 
su valor, salvo cuando estos se hayan recibido por virtud de operaciones con la Nación, 
con el Banco de la República o aquellas aceptadas por una cámara de riesgo central de 
contraparte, en cuyo caso tales valores no computarán”.

Artículo 3°. Modifíquense los literales a) y b) del numeral 1 del artículo 2.9.1.1.17 del 
Decreto 2555 de 2010, los cuales quedarán así:

“Artículo 2.9.1.1.17. Acumulación de los riesgos y cómputo de los mismos para 

determinar los límites de concentración. Las sociedades comisionistas de bolsa de valores 
determinarán y controlarán al cierre diario de operaciones, los riesgos que contraigan y 
mantengan con un emisor individual y con emisores relacionados entre sí, de la siguiente 
manera:

1.  Acumulación de los riesgos frente a un emisor individual. Los riesgos que se 
contraigan y mantengan con un emisor individualmente considerado se calcula-
rán sumando los siguientes elementos:

a)  El importe de las posiciones netas largas en títulos o valores, cuando estas sean 
positivas, de acuerdo con lo previsto al respecto en el literal c) del artículo 
2.9.1.1.19 del presente decreto.

En la determinación de la posición neta en valores en un emisor determinado, se tendrá 
en cuenta el valor de los valores cuya propiedad haya sido transferida de manera temporal 
por las sociedades comisionistas mediante la celebración de operaciones de reporto o repo, 
simultáneas y de transferencia temporal de valores.

También se tendrán en cuenta los valores recibidos en desarrollo de las operaciones 
de reporto o repo, simultáneas y de transferencia temporal de valores. Estos computarán 
por un monto equivalente al cincuenta por ciento (50%) de su valor, salvo cuando estos 
se hayan recibido por virtud de operaciones con la Nación, con el Banco de la República 
o aquellas aceptadas por una cámara de riesgo central de contraparte, en cuyo caso tales 
valores no computarán.

Las sociedades comisionistas de bolsa, al efectuar el cómputo de los límites de 
concentración a que se encuentran sujetas en términos del presente Título, considerarán 
como saldo de la inversión en el título o valor de que se trate, su valor en libros, según 
las normas de valoración y clasiicación de inversiones expedidas al respecto, y conforme 
a la categoría de inversiones en las que se encuentren clasiicados los títulos o valores 
respectivos.

Los compromisos de compra de títulos o valores de cumplimiento a futuro, con 
independencia de la modalidad de operación a futuro que revista el respectivo compromiso, 
se computarán por el valor pactado de la operación.

Los compromisos de venta de títulos o valores para cumplimiento a futuro, con 
independencia de la modalidad de operación a futuro que revista el respectivo compromiso, 
se computarán por el valor pactado de la operación;

b)  Los saldos deudores a cargo del emisor individual respectivo, los cuales se toma-
rán por su valor neto en libros.

Además, se incluirán los saldos resultantes de la exposición neta en operaciones 
de reporto o repo, operaciones simultáneas y operaciones de transferencia temporal de 
valores; así como, los saldos resultantes de la exposición crediticia en operaciones con 
instrumentos inancieros derivados.

Lo dispuesto en el inciso anterior no será aplicable cuando una cámara de riesgo 
central de contraparte haya aceptado interponerse como contraparte de las operaciones 
repo, simultáneas, de transferencia temporal de valores o aquellas que se realicen con 
instrumentos inancieros derivados”.

Artículo 4°. Adiciónese el inciso tercero al artículo 2.10.5.2.3. del Decreto 2555 de 
2010, así:

“Cuando las operaciones celebradas en una bolsa de valores se compensen y 
liquiden a través de una cámara de riesgo central de contraparte, tal compensación 
y liquidación se regirá por los reglamentos de la respectiva cámara. En este evento, 
los reglamentos de la bolsa señalarán la forma en que la cámara de riesgo central de 
contraparte podrá acceder directamente al sistema de negociación administrado por la 
bolsa, por cuenta propia o por cuenta de sus miembros o contrapartes, exclusivamente 
para gestionar el cumplimiento de las operaciones aceptadas por la cámara para su 
compensación y liquidación”.

Artículo 5°. Modifíquense los literales I) y m) del artículo 2.12.1.1.2. del Decreto 2555 
de 2010, los cuales quedarán así:

“l) Reglas y procedimientos para asegurar que la conirmación de las órdenes de 
transferencia de dinero o valores ocurra tan pronto como sea posible después de celebrada 
la respectiva operación y, en todo caso, el mismo día de esta (t + 0), excepto cuando el 
cliente inal sea un participante indirecto persona jurídica del exterior autorizada en los 
términos del artículo 2.11.1.1.3 del presente Decreto, en cuyo caso la conirmación podrá 
realizarse al día hábil siguiente (t+1) o en aquellos eventos en los cuales la conirmación 
deba efectuarse en un plazo distinto en virtud del protocolo de que trata el Título 5 Libro 
35 Parte 2 del presente decreto.

m)  Mecanismos que serán utilizados para la liquidación de las operaciones de sus 
participantes en cuentas de depósito en el Banco de la República y en cuentas de títulos 
en los depósitos centralizados de valores. Excepcionalmente podrán utilizarse para la 
liquidación cuentas en otras entidades bancarias siempre y cuando impliquen un riesgo de 
crédito o de liquidez nulo o ínimo.

Cualquier modiicación al respecto deberá ser informada a la Superintendencia 
Financiera de Colombia dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la fecha en 
que esta se efectúe. En todo caso, la liquidación de las operaciones deberá realizarse a 
más tardar en la fecha acordada inicialmente por las partes para el cumplimiento de la 
operación que les da origen, a menos que tal fecha corresponda a un día no hábil, caso en el 
cual la liquidación se efectuará en el día hábil siguiente o en aquellos eventos en los cuales 
la liquidación deba efectuarse en un plazo distinto en virtud del protocolo de que trata el 
Título 5 Libro 35 Parte 2 del presente decreto”

Artículo 6°. Adiciónese el parágrafo segundo al artículo 2.13.1.1.1. del Decreto 2555 
de 2010, así:

“Parágrafo 2°. Las cámaras de riesgo central de contraparte podrán celebrar 
operaciones en el mercado mostrador sobre valores de renta variable, que tengan como 
contraparte intermediarios del mercado de valores autorizados para la negociación en 
bolsas de valores. Estas operaciones podrán realizarse por cuenta propia o por cuenta 
de sus miembros o contrapartes, con el único objeto de gestionar el cumplimiento de las 
operaciones que las cámaras de riesgo central de contraparte acepten para su compensación 
y liquidación, en los términos establecidos en su reglamento”.

Artículo 7°. Adiciónese el parágrafo tercero al artículo 2.13.1.1.7. del Decreto 2555 
de 2010, así:

“Parágrafo 3°. Las operaciones que se acepten para su compensación y liquidación 
a través de una cámara de riesgo central de contraparte, se sujetarán a lo dispuesto 
en el reglamento de funcionamiento de dicha cámara, en particular, respecto a los 
requisitos y controles de riesgo requeridos para su aceptación, al procedimiento que 
debe llevarse a cabo para su compensación y liquidación, a la eventual modiicación 
de la fecha de liquidación de las operaciones aceptadas para gestionar su cumplimiento 
y a la gestión de los incumplimientos y sus consecuencias, especíicamente, frente a 
los derechos y las obligaciones de las partes y la realización de las correspondientes 
garantías”.

Artículo 8°. Adiciónese el parágrafo cuarto al artículo 2.13.1.1.8. del Decreto 2555 de 
2010, así:

“Parágrafo 4°. En desarrollo del presente artículo, un miembro liquidador que tenga 
la condición de establecimiento bancario y deba adquirir acciones para cumplir con las 
operaciones de los miembros no liquidadores o de los terceros por cuenta de los que 
participe, según sea el caso, efectuará dicha adquisición excepcional con carácter temporal, 
con la inalidad especíica de compensar y liquidar las operaciones en las que actúa como 
miembro liquidador ante una cámara de riesgo central de contraparte y sujetándose en todo 
caso, al procedimiento establecido en el reglamento de funcionamiento de la respectiva 
cámara”.
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Artículo 9°. Adiciónese el artículo 2.35.1.3.3. al Decreto 2555 de 2010, así:

“Artículo 2.35.1.3.3. Operaciones de las sociedades administradoras de 

fondos de inversión colectiva, patrimonios autónomos, encargos fiduciarios o 

portafolios de terceros en cámaras de riesgo central de contraparte. Las sociedades 
administradoras de fondos de inversión colectiva, patrimonios autónomos, encargos 
fiduciarios o portafolios de terceros podrán actuar como miembros liquidadores 
de operaciones que se compensen, liquiden o garanticen en una cámara de riesgo 
central de contraparte, realizadas por cuenta de los fondos de inversión colectiva, 
patrimonios autónomos, encargos fiduciarios o portafolios de terceros administrados 
por estas, siempre que dichas operaciones se establezcan en el reglamento de la 
respectiva cámara de riesgos central de contraparte autorizado por la Superintendencia 
Financiera de Colombia”.

Artículo 10. Adiciónese el Título 5 al Libro 35 de la Parte 2 del Decreto 2555 de 2010, 
así:

TÍTULO 5 PROTOCOLO PARA SITUACIONES DE CRISIS O 
CONTINGENCIA EN EL MERCADO DE VALORES

CAPÍTULO 1 DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 2.35.5.1.1. Protocolo de crisis o contingencia del mercado de valores. 
Con el propósito de gestionar situaciones extraordinarias que impidan o amenacen el 
funcionamiento adecuado del mercado de valores, afectando los procesos de negociación, 
registro, compensación, liquidación o valoración de las operaciones que en él se celebran 
y que tengan como causa factores de riesgo externos o internos de los proveedores 
de infraestructura o de cualquier otro agente que en él participe, los proveedores de 
infraestructura deberán establecer un protocolo de crisis o contingencia que establezca 
los lineamientos y reglas mínimas de actuación en este tipo de situaciones, que propenda 
por la continuidad del mercado y que sea vinculante para todos los agentes que en él 
intervienen.

Artículo 2.35.5.1.2. Contenido mínimo del protocolo. El diseño, estructuración 
e implementación del protocolo de crisis o contingencia del mercado de valores, será 
realizado por las entidades caliicadas como proveedores de infraestructura del mercado 
de valores y será aprobado por la Superintendencia Financiera de Colombia, previo a su 
entrada en vigencia.

Dicho protocolo, deberá contener como mínimo:

a)   El procedimiento establecido para su expedición y modiicación;
b)  La calidad de las entidades o agentes que pueden participar en su estructuración;

c)   Los periodos o eventos previstos para su actualización;

d) Los órganos de gobierno que administrarán la estructuración, implementación, 
modiicación o actualización del Protocolo;

e) Los lineamientos bajo los cuales el protocolo es objeto de simulación o pruebas 
por parte de los agentes participantes en el mercado de valores;

f)   Sus mecanismos de difusión entre los agentes participantes en su diseño y estruc-
turación, y el público en general;

g)   El carácter vinculante del Protocolo para todos los agentes participantes en el 
mercado de valores, incluyendo a los inversionistas.

h)   Los demás aspectos que la Superintendencia Financiera de Colombia determine.

Adicional a lo anterior, el protocolo de crisis o contingencia aprobado por la 
Superintendencia Financiera de Colombia, deberá incorporarse en los reglamentos de los 
proveedores de infraestructura.

Artículo 2.35.5.1.3. Facultades de la Superintendencia Financiera de Colombia. Los 
términos y condiciones bajo los cuales deberá estructurarse, activarse o implementarse el 
Protocolo de crisis o contingencia del mercado de valores, así como las responsabilidades 
o facultades puntualmente previstas a cargo de los proveedores de infraestructura y demás 
agentes participantes en el mercado, serán establecidos por la Superintendencia Financiera 
de Colombia mediante instrucción”.

Artículo 11. Adiciónese un numeral al artículo 6.15.1.1.2. del Decreto 2555 de 2010 y 
renumérese el numeral 7 del mismo artículo, así:

“7.  Las realizadas por una cámara de riesgo central de contraparte, conforme a lo 
previsto en el parágrafo 2° del artículo 2.13.1.1.1. del presente decreto.

8.  Las demás que autorice la Superintendencia Financiera de Colombia mediante 
acto administrativo de carácter particular o general”.

Artículo 12. Vigencia. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación y 
modiica los artículos 2.1.2.1.6, 2.1.3.1.1., 2.9.1.1.17., 2.10.5.2.3., 2.12.1.1.2., 2.13.1.1.1., 
2.13.1.1.7., 2.13.1.1.8. y 6.15.1.1.2. del Decreto 2555 de 2010 y adiciona a dicho decreto 
el artículo 2.35.1.3.3. y el Título 5 al Libro 35 de su Parte 2.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 27 de diciembre de 2017.

JUAN MANUEL SANTOS CALDERÓN

El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Mauricio Cárdenas Santamaría.

DECRETO NÚMERO 2235 DE 2017

(diciembre 27)

por el cual se adiciona el Capítulo 25 del Título 1 de la Parte 2 del Libro 1 del Decreto 
1625 de 2016 del Decreto Único en Materia Tributaria.

El Presidente de la República de Colombia, en ejercicio de sus facultades 
constitucionales y legales, en especial las conferidas por los numerales 11 y 20 del artículo 
189 de la Constitución Política, y en desarrollo de los artículos 32 y numeral 8 del artículo 
290 del Estatuto Tributario, y

CONSIDERANDO:

Que el Gobierno nacional expidió el Decreto 1625 de 2016, Único Reglamentario en 
Materia Tributaria, para compilar y racionalizar las normas de carácter reglamentario que 
rigen el sector y contar con instrumentos jurídicos únicos;

Que la Ley 1819 del 29 de diciembre de 2016, por medio de la cual se adopta una 
reforma tributaria estructural estableció el tratamiento tributario de los contratos de 
concesión y Asociaciones Público Privadas (APP) en donde se incorporan las etapas de 
construcción, administración, operación y mantenimiento, considerando el modelo del 
activo intangible;

Que las normas especiales sobre ingresos, costos y deducciones en el impuesto sobre 
la renta y complementario de que trata el artículo 32 del Estatuto Tributario, modiicado 
por el artículo 31 de la Ley 1819 de 2016, se aplicarán de manera prevalente sobre las 
disposiciones generales previstas en los artículos 28, 59 y 105 del Estatuto Tributario;

Que el artículo 32 del Estatuto Tributario, modiicado por el artículo 31 de la Ley 1819 
de 2016, establece que “Para efectos del impuesto sobre la renta y complementarios, en 
los contratos de concesión y las Asociaciones Público-Privadas, en donde se incorporan 
las etapas de construcción, administración, operación y mantenimiento, se considerará el 
modelo del activo intangible, aplicando las siguientes reglas:

1.   En la etapa de construcción, el costo iscal de los activos intangibles correspon-
derá a todos los costos y gastos devengados durante esta etapa, incluyendo los 
costos por préstamos, los cuales serán capitalizados. Lo anterior con sujeción a 
lo establecido en el artículo 66 y demás disposiciones de este Estatuto.

2.   La amortización del costo iscal del activo intangible se efectuará en línea recta, 
en iguales proporciones, teniendo en cuenta el plazo de la concesión, a partir del 
inicio de la etapa de operación y mantenimiento.

3.   Todos los ingresos devengados por el concesionario, asociados a la etapa de 
construcción, hasta su inalización y aprobación por la entidad correspondiente, 
cuando sea del caso, deberán acumularse para efectos iscales como un pasivo 
por ingresos diferidos.

4.   El pasivo por ingresos diferidos de que trata el numeral 3 de este artículo se 
reversará y se reconocerá como ingreso iscal en línea recta, en iguales propor-
ciones, teniendo en cuenta el plazo de la concesión, a partir del inicio de la etapa 
de operación y mantenimiento.

5.   En la etapa de operación y mantenimiento, los ingresos diferentes a los mencio-
nados en el numeral 3, se reconocerán en la medida en que se vayan prestando 
los servicios concesionados, incluyendo las compensaciones, aportes o subven-
ciones que el Estado le otorgue al concesionario.

6.   En caso de que el operador deba rehabilitar el lugar de operación, reponer acti-
vos, realizar mantenimientos mayores o cualquier tipo de intervención signiica-
tiva, los gastos efectivamente incurridos por estos conceptos deberán ser capita-
lizados para su amortización en los términos de este artículo. Para el efecto, la 
amortización se hará en línea recta, en iguales proporciones, teniendo en cuenta 
el plazo de la rehabilitación, la reposición de activos, los mantenimientos mayo-
res o intervención signiicativa, durante el término que dure dicha actividad.

Parágrafo 1°. Los ingresos, costos y deducciones asociados a la explotación comercial 
de la concesión, diferentes de peajes, vigencias futuras, tasas y tarifas, y los costos y gastos 
asociados a unos y otros, tendrán el tratamiento general establecido en el presente Estatuto.

Parágrafo 2°. En el caso que la concesión sea únicamente para la construcción o 
únicamente para la administración, operación y mantenimiento, no se aplicará lo 
establecido en el presente artículo y deberá darse el tratamiento de las reglas generales 
previstas en este Estatuto.

Parágrafo 3°. En el evento de la adquisición del activo intangible por derechos de 
concesión, el costo iscal será el valor pagado y se amortizará de conformidad con lo 
establecido en el presente artículo.

Parágrafo 4°. Si el contrato de concesión o contrato de Asociación Público-privada 
establece entrega por unidades funcionales, hitos o similares, se aplicarán las reglas 
previstas en este artículo para cada unidad funcional, hito o similar. Para los efectos de 
este artículo, se entenderá por hito o unidad funcional, cualquier unidad de entrega de 
obra que otorga derecho a pago.

Parágrafo 5°. Los costos o gastos asumidos por la Nación con ocasión de asunción del 
riesgo o rembolso de costos que se encuentren estipulados en los contratos de concesión, 
no podrán ser tratados como costos, gastos o capitalizados por el concesionario en la 
parte que sean asumidos por la Nación.
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